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LA JUSTICIA RESTAURATIVA EN EL SISTEMA PENAL ADOLESCENTE Y EL 
MENOR EN CONFLICTO CON LA LEY 
 
Tarazona Carrillo, Karen Slendy 





El presente escrito trata sobre la justicia restaurativa en el Sistema Penal Adolescente y el menor 
en conflicto con la ley, La finalidad restaurativa del Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes es impulsar una transformación normativa y sociocultural que ve en el delito 
(hecho punible) un conflicto y en los afectados partes activas para su manejo y resolución. Para 
lo cual se consultó en diferentes documentos relacionados con el tema. 
 





This article deals with restorative justice in the Adolescent Criminal System and the minor in 
conflict with the law. The restorative purpose of the Criminal Responsibility System for 
Adolescents is to promote a normative and sociocultural transformation that sees in the crime 
(punishable act) a conflict and in the affected active parts for its management and resolution. 
For which it was consulted in different documents related to the subject. 
 

















Colombia es un Estado Social de Derecho, 
por ende, los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes, tienen especial protección y 
prevalece el interés superior de su cuidado y 
protección y de su desarrollo integral, por lo 
cual cuentan con un código específico para 
que las diferentes instituciones públicas en 
cabeza del Estado garanticen dicha 
protección y crear los diferentes 
mecanismos, estrategias que garanticen su 
cuidado y protección y se les respeten sus 
derechos, y de paso la prevención de los 
diferentes tipos de conductas que lleven a 
los menores a infringir la ley. 
   
Según el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (2013) en la publicación 
el ABC del Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes (SRPA), “El 
Código de la Infancia y la Adolescencia 
establece que “el Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes es 
un conjunto de principios, normas, 
procedimientos, autoridades judiciales 
especializadas y entes administrativos que 
rigen o intervienen en la investigación y el 
juzgamiento de delitos cometidos por 
adolescentes entre catorce (14) y dieciocho 
(18) años al momento de cometer un hecho 
punible”. (Art. 139) (p. 5)  
 
El Sistema de Responsabilidad Penal 
para Adolescentes observa al 
adolescente como un sujeto de 
derechos; por tanto, señala la 
responsabilidad penal por su conducta 
punible en el marco de la justicia 
restaurativa. Desde un enfoque de 
corresponsabilidad entre el Estado, la 
sociedad y la familia para la 
protección integral de los derechos de 
los adolescentes, el Sistema entiende 
el proceso judicial como un proceso 
en el que se construye un sujeto de 
derechos, no en el que se castiga a un 
delincuente. (pág. 8) 
 
Acorde a lo citado en los párrafos 
anteriores el proceso penal al adolescente es 
un sistema garantista, de tendencia 
pedagógica basado en tratados 
internacionales para lo cual se trazaron 
como objetivos el análisis  de la efectividad 
del sistema penal acusatorio respecto a las 
garantías sustanciales y procesales de la 
adolescencia, y  el cumplimiento los 
estándares internacionales de la protección 
integral de los niños, niñas y adolescentes 
en relación con la aplicación de la Ley 1098 
de 2006, mediante una investigación 
descriptiva de tipo documental, basada en  
la recopilación, análisis y sistematización de 
la información  del tema en mención. 
 
 
LA JUSTICIA RESTAURATIVA EN EL 
SISTEMA PENAL ADOLESCENTE Y 
EL MENOR EN CONFLICTO CON LA 
LEY 
 
La Constitución de 1991 dispuso por medio 
de su artículo 44 que los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes (Por medio de la 
sentencia C-740 de 2008 la Corte 
Constitucional indicó que el concepto de 
niño utilizado por la Constitución es un 
concepto amplio, que se refiere tanto a niñas 
como a niños y que además de la primera 
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infancia incluye la adolescencia. De manera 
que tanto las niñas como los niños y los y 
las adolescentes cuentan con la protección 
especial de la Constitución) prevalecían 
sobre los de los demás y que estaban 
protegidos por los derechos fundamentales1 
consagrados en dicho artículo, y los otros 
establecidos en la Constitución, en las leyes 
y en los tratados internacionales ratificados 
por Colombia. En virtud del mismo artículo 
44, la CDN y las demás normas de derecho 
internacional ratificadas por Colombia, 
hacen parte del ordenamiento jurídico 
colombiano, y en lo relevante, prevalece 
sobre las demás normas legales. Ello hizo 
notorio que el CM era inconsistente con los 
estándares internacionales de tratamiento al 
menor infractor de la ley penal, pues como 
se explicó antes, la CDN ordena que el 
tratamiento a los jóvenes infractores tenga 
como fundamento el interés superior del 
niño. (CDN. Artículos 37, literal c y 40, 
numeral 2, literal iii.) Este fue uno de los 
principales argumentos para la adopción del 
Código de la infancia y la adolescencia 
(CIA). 
 
El Código de la Infancia y la 
Adolescencia, Ley 1098 de 2006, en su libro 
II contempla el Sistema de Responsabilidad 
Penal para adolescentes, el cual (i) ofrece 
garantías procesales a los adolescentes, (ii) 
determina la responsabilidad frente al hecho 
delictivo, (iii) garantiza los derechos de las 
víctimas y (iv) propone medidas con 
carácter pedagógico y diferenciado del 
sistema de adultos. 
                                                          
1 Artículo 44 Constitución Política: “Son derechos fundamentales 
de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad 
social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, 
tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la 
 
El Decreto 860 de 2010, reglamentó la 
actual ley de responsabilidad penal para 
adolescentes, cuyo objeto: “Reglamentar las 
obligaciones del Estado, la sociedad y la 
Familia en la prevención de la comisión de 
infracciones a la ley penal por parte de 
niños, niñas y adolescentes y su 
reincidencia, así como las responsabilidades 
de los padres o personas responsables del 
cuidado de los menores de edad que han 
cometido tales infracciones, dentro de los 
procesos administrativos o penales que se 
adelanten por las autoridades competentes”. 
 
Es decir, en las actuaciones de los 
menores de edad existe una 
corresponsabilidad entre la Familia, El 
estado y la sociedad en general, a 






El Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes – SRPA es un sistema de 
justicia especializado y diferenciado para 
los menores de 18 años en conflicto con la 
ley penal, orientado por los principios de 
protección integral e interés superior del 
niño, en virtud de los cuales se establece que 
las sanciones y medidas tienen una finalidad 
protectora, pedagógica y de Justicia 
Restaurativa.  
 
educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su 
opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, 
violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, 
explotación laboral o económica y trabajos riesgosos (…)”. 
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En el Convenio ICBF-FRB-Alianza 
por la niñez colombiana-UNICEF (2012) 
precisan lo siguiente: 
 
La justicia restaurativa, parte de la 
finalidad del sistema pretende como su 
nombre lo indica restaurar a una víctima a 
quien se le ha ocasionado un daño con el 
delito y por ello debe ser reparada. Se trata 
de que ofensor y víctima se encuentren para 
definir la forma como será reparado el daño, 
que puede ser material (económico) o social 
(un trabajo con y para una comunidad). Se 
trata también de que una vez restaurada la 
víctima, el adolescente agresor pueda 
reintegrarse social y familiarmente.  
 
La justicia restaurativa puede ser de 
dos tipos, una, centrada en el Estado (el 
proceso judicial como tal) cuando víctima y 
adolescente con un mediador se encuentran 
y acuerdan el tipo de sanción-reparación 
que cumplirá el adolescente y que busca 
tanto reparar a la víctima como asegurar la 
reinserción social y familiar del joven y, la 
y otra, cuando la justicia restaurativa se 
centra en la comunidad (procesos 
comunitarios de mediación y conciliación: 
en esta no se judicializa el daño) y busca que 
el adolescente comprenda la dimensión del 
daño que causo con su delito y con la 
mediación de miembros de la comunidad 
(conciliadores en equidad o jueces de paz) 
el adolescente pida perdón a la comunidad y 
a la víctima. 
 
La justicia restaurativa también tiene 
dos consideraciones importantes: cuando 
son delitos graves (homicidio o violencia 
sexual) es muy difícil pretender que 
víctimas y adolescentes ofensores medien 
una solución. En delitos graves es necesario 
llegar hasta la audiencia de juicio y que el 
juez asegure la reparación a la víctima y la 
reinserción del adolescente desde el 
cumplimiento de su sanción. 
 
Cuando se trata de delitos de mediano 
o bajo impacto, la justicia restaurativa como 
tal cobra toda su importancia y su razón de 
ser. En estos casos pueden darse varios 
caminos:  
 
(1) El fiscal del caso, avalado por el 
juez de conocimiento, tiene, según el caso la 
posibilidad de renunciar a la persecución 
penal (aplicar principio de oportunidad 
condicionado) y puede remitir al ofensor y 
a la víctima a una mediación para que entre 
ambos y con la facilitación de un tercero 
mediador se acuerde un plan de reparación 
a la víctima del delito, bajo la consideración 
exclusiva de reparar el daño causado. 
 
(2) En otra instancia y si el caso no 
amerita la aplicación del principio de 
oportunidad, sino que va hasta la audiencia 
de juzgamiento, el juez respectivo puede 
imponer cualquiera de las cuatro sanciones 
no privativas de libertad (reglas de 
conducta, amonestación, libertad vigilada o 
trabajo con la comunidad) y su 
cumplimiento se hace previo un encuentro 
con la víctima (si esta no aparece, puede 
involucrarse a la comunidad) para que con 
la facilitación de un tercero mediador la 
víctima pueda exigir del adolescente la 
forma de reparación del daño causado con 




En síntesis y de acuerdo con los 
principios sobre justicia restaurativa 
emitidos en 2002 por el Consejo Económico 
y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC) 
la justicia restaurativa tiene como fin 
alcanzar logros restaurativos tanto para las 
víctimas como para los ofensores en el 
entendido que un proceso restaurativo debe 
juntar a la víctima, a quien comete el delito, 
a otras personas afectadas con el delito 
como comunidades por ejemplo para que 
con la participación activa de todos y todas, 
con la ayuda de un facilitador, mediador o 
conciliador se llegue a un acuerdo y se 
encuentre una sanción justamente de 
carácter restaurativo en la que todos ganen 
con el mismo, particularmente el 
adolescente que ha cometido el delito, quien 
debe aprender en su proceso constructivo 
como sujeto de derechos que si se comete 
un delito, dicha acción tiene consecuencias 
que debe asumir y que los daños que se 
causan con la comisión de delitos deben ser 
reparados no solo económicamente, sino 
socialmente, lo que significa que el 
adolecente implicado como ofensor, una 
vez reparada la víctima, asegure su reintegro 
en la sociedad y en la familia si a ello hay 
lugar. 
 
Es decir, La Doctrina de la Protección 
Integral: promueve un sistema de 
responsabilidad penal juvenil en el que se 
reconocen y garantizan los derechos y 
garantías del derecho internacional de los 
derechos humanos: se incorpora a los 
adolescentes como sujetos pleno de 
derechos y deberes constitucionales, 
personas con capacidad de responder por 
sus actos, quienes en el proceso judicial de 
determinación de su responsabilidad gozan 
de derechos y garantías que deben ser 
respetados. 
Respecto al tema de la Justicia 
Restaurativa y el menor infractor de la ley, 
en el artículo publicado por la Revista Iter 
Ad Veritatem, (2012), titulado Justicia 
restaurativa y principio de oportunidad en el 
sistema de responsabilidad penal juvenil se 
precisa lo siguiente: 
 
La Corte Constitucional ha 
reconocido expresamente que en principio 
no pueden ser comparables las instituciones 
de las víctimas de delitos cometidos por 
adultos en relación con las víctimas de 
delitos cometidos por adolescentes por 
cuanto pertenecen a regímenes jurídicos 
distintos. Así, el deber del Estado de juzgar 
al responsable y los derechos de las víctimas 
a conocer la verdad, obtener la justicia y la 
reparación de los daños causados se 
garantizan mediante la imposición de 
medidas establecidas en el CIA. 
 
En esta línea, para el caso del menor 
y según lo previsto en el artículo 140 
del C.I.A., son también “garantizar 
la justicia restaurativa, la verdad y la 
reparación del daño, mediante la 
imposición de medidas de “carácter 
pedagógico, específico y 
diferenciado, (Corte Constitucional 
(2010) Sentencia C-055) 
 
En el sistema penal adolescente se 
habla del infractor de la ley penal o del 
adolescente en conflicto con la ley penal. El 
modelo restaurativo se concentra en la 
víctima quien se concibe en términos 
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amplios como una persona natural o jurídica 
a quien se le ha infringido un daño o a quien 
se le ha puesto en situaciones de peligro, 
mientras que en términos materiales, como 
el perjudicado, es decir, como toda persona 
que ha sufrido un daño “real, concreto, 
específico, cualquiera que sea su naturaleza 
(…) así no sea patrimonial, como 
consecuencia directa de la comisión de un 
delito”, (Corte Constitucional (2002) 
Sentencia C– 228)  
 
Una de las implicaciones que trae 
consigo el abandono del sistema tutelar que 
se consagraba en el Código del Menor es 
que deja de prevalecer el objeto disuasivo 
por medio del castigo -principio de 
retribución- el cual se centraba en el 
infractor, el delito, la culpabilidad, el 
castigo como retribución por el daño 
causado a la sociedad, en el que no 
importaban los resultado materiales 
respecto al restablecimiento de la víctima ni 
la reintegración de esta ni el del adolescente 
infractor. Por el contrario, se adopta un 
modelo de Justicia restaurativa, expresión 
que resulta ser ambigua, concepto cuyo 
contenido y balance varía según la persona, 
la cultura y el lugar donde  se la defina 
(Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, 
2010 p. 62). 
 
La Justicia Restaurativa como 
principio regular del SRPA se encuentra 
consagrado en la regla 11 de Beijing, que 
contiene el deber del Estado Colombiano de 
resolver los conflictos penales de los 
adolescentes “sin recurrir a las autoridades 
                                                          
2 Conforme a estas funciones se debe aplicar la norma más 
favorable siempre y limita la discrecionalidad de las autoridades 
cuando toman decisiones que afecten al adolescente debido a que 
judiciales” en la mayor medida posible y 
facilitando a la comunidad “programas de 
supervisión y orientación temporal, 
restitución y compensación a las víctimas” 
 
Los principios en los que se apoya la 
elaboración del concepto de Justicia 
Restaurativa en el derecho internacional 
son: (i) tratamiento diferenciado, (Ley 12 de 
1991 Art. 40.1 CDN; R 2.2a y R.18.1 de 
Beijing y R.I.1 de La Habana) no se le puede 
dar el mismo tratamiento de un adulto; (ii) 
especialidad (Ley 12 de 1991 Art 40.3 y 
40.4.), normas sustantivas, procedimientos, 
autoridades judiciales y sanciones 
especiales distintas del sistema penal 
ordinario; (iii) interés superior del 
adolescente (Ley 12 de 1991 Art 31; R.2.3, 
R.10.3 , R.14.3, de Beijing , R 17.1a.) 
jurídicamente implica la satisfacción 
integral y simultánea de todos sus Derechos 
humanos, que son universales, prevalentes e 
interdependiente, se comprende el interés 
del niño como la plena satisfacción de sus 
intereses, cumpliendo con las funciones 
hermenéutica y política2; (iv) subsidiaridad 
-justicia alternativa- el ejercicio de la acción 
penal debe ser una solución excepcional 
para enfrentar el fenómeno de la 
delincuencia; (Ley 12 de 1991 Art 40.3b; 
R11.1. de Beijing; y Diz. 58 de Riad) (v) 
participación activa tanto del infractor como 
de sus padres; (Ley 12 de 1991 Art 12; R.7.1 
y R 10.1 de Beijing. Art 12; R.7.1 y R 10.1 
de Beijing.) (vi) Individualización, el 
tratamiento del menor debe estar de acuerdo 
a sus necesidades sociales y condiciones en 
que se desarrolla su vida y sobre  las cuales 
solo se deben adoptar aquellas que promuevan sus derechos y no 
las restrinjan que solo serán excepcionales (Escuela Judicial 
“Rodrigo Lara Bonilla”, 2010, pág. 71)   
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influyeron para cometer el delito (Regla 
16.1 Beijing) (vii) discrecionalidad y 
(R.6.1. y R.6.3 de Beijing); (viii) 
reintegración social, pues el objeto 
fundamental de la justicia penal del 
adolescente es permitir que el infractor se 
reintegre y asuma una función constructiva 
en la sociedad. (Ley 12 de 1991. Art. 40.1 y 
Ley 74 de 1968.) 
 
En el derecho interno el CIA ha 
precisado los principios rectores que rigen 
el proceso y que tienen tres funciones: 
sistematizadora, garantizadora e 
integradora. Dentro de estos encontramos el 
de participación activa de las víctimas 
quienes tienen derecho a que siempre se 
considere su interés; prevalencia del 
derecho sustancial; de reparación y 
restauración, por el cual el adolescente tiene 
el deber de volver las cosas al estado en que 
se encontraban antes; la aplicación 
preferente del principio de oportunidad, en 
materia de responsabilidad penal juvenil 
significa  como el no ejercicio de la acción 
penal conforme con las causales legales, 
pues esto resulta ser más adecuado para los 
fines de la Justicia Restaurativa.  
 
Es decir, la justicia restaurativa 
basada en la legislación adoptada por 
Colombia, en lo referido a los adolescentes, 
es más de carácter pedagógico, que 
sancionadora, donde el menor infractor se 
responsabilice adquiera conciencia de los 
actos cometidos, y la manera como afectan 
a las personas y su entorno. 
 
La finalidad restaurativa del Sistema 
de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes es impulsar una 
transformación normativa y sociocultural 
que ve en el delito (hecho punible) un 
conflicto y en los afectados partes activas 
para su manejo y resolución.  
 
La justicia restaurativa está interesada 
en resolver los conflictos, antes que en 
castigar a quien incurrió en una conducta 
punible. Considera que el delito afecta en 
primera instancia a las personas, por lo cual 
la justicia debe orientarse a reparar los 
daños ocasionados y sanar las relaciones, 
observando la verdad 
 
 
Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes/ Justicia restaurativa 
 
Teniendo en cuenta los objetivos de 
investigación respecto a la Responsabilidad 
Penal del Adolescente en el marco de la 
justicia restaurativa se analiza lo siguiente: 
 
En la publicación periódica Rostros y 
Rastros, (2015) respecto al tema de la 
justicia restaurativa hacen las siguientes 
precisiones: 
La Justicia Restaurativa constituye el 
marco teórico dentro del cual se articula el 
SRPA. Este se establece en los objetivos 
principales de la Ley 1098 de 2006, Código 
de Infancia y Adolescencia, respecto del 
carácter pedagógico, protector y 
restaurativo del SRPA, de acuerdos a los 
cuales el Estado ha de tratar a los 
adolescentes infractores ya no como 
inimputables sino como personas 
responsables, con deberes y obligaciones 




El SRPA acogió la doctrina del interés 
superior del niño, de acuerdo con la cual 
éste no sólo es sujeto de derechos sino 
también de obligaciones y 
responsabilidades. En consecuencia, se pasó 
a la imposición de sanciones con un 
trasfondo pedagógico para los mayores de 
14 años, ahora imputables o responsables de 
hechos reprobables. 
 
El acercamiento entre la víctima y el 
victimario es una de las características 
principales de la justicia restaurativa. 
Siguiendo lo expresado por Uprimny y 
Saffón quienes recogen otras 
investigaciones (2005, p. 6), la justicia 
restaurativa es un modelo para abordar la 
sanción del crimen de manera alternativa. 
Parte de la importancia que tiene para la 
sociedad el acuerdo entre la víctima y el 
victimario para crear una verdadera 
reconciliación. Según estos autores, “existe 
un acuerdo respecto de la importancia de 
que “el derecho penal deje de centrarse en el 
acto criminal y en su autor, y gire la 
atención hacia la víctima y el daño que le 
fue ocasionado” 
A su vez, la Sentencia C-979 de 2005 
de la Corte Constitucional, que sigue lo 
planteado por la Resolución 2000/14 del 
Consejo Económico y Social de la 
Organización de Naciones Unidas, 
establece la importancia del acercamiento 
entre la víctima y el victimario. Así, se tiene 
una concepción del delito como un daño 
social por lo cual la justicia precisamente 
consiste en reparar ese daño. Se parte de un 
enfoque de la justicia restaurativa que se 
basa en la cooperación entre las partes. 
 
Una perspectiva como ésta encuentra 
justificación en el hecho de que el 
castigo retributivo del ofensor es visto 
como insuficiente para restablecer la 
convivencia social pacífica, pues no 
toma en cuenta los sufrimientos y las 
necesidades de la víctima, ni permite 
la adecuada reincorporación del 
delincuente a la comunidad. En ese 
entender, el paradigma restaurador 
pretende centrarse en el futuro y no en 
el pasado y, al hacerlo, lejos de 
basarse en la evaluación de la culpa 
del ofensor, le otorga una importancia 
fundamental a la búsqueda de 
aquellos mecanismos a través de los 
cuales éste puede adquirir conciencia 
acerca del daño que causó, reconocer 
su responsabilidad e intentar reparar 
ese daño, (Uprimny y Saffón, 2005, 
p.7) 
 
Acorde lo citado, los derechos de los 
adolescentes en Colombia se encuentran 
definidos en la Constitución Política. Sin 
embargo, el Código de la Infancia y la 
Adolescencia indica que también se 
aplicarán al SRPA los principios 
consagrados en los instrumentos 
internacionales de Derechos Humanos y en 
el mismo Código. Y, La finalidad 
restaurativa del Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes es impulsar una 
transformación normativa y sociocultural 
que ve en el delito (hecho punible) un 
conflicto y en los afectados partes activas 




En estas condiciones, se puede 
establecer que el Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes 
consagrado en la Ley 1098 de 2006 tiene 
carácter  específico o especial, lo cual 
guarda concordancia con la protección 
especial de los niños consagrada en los arts. 
44 y 45 de la Constitución y en los tratados 
internacionales citados”. (Corte 
Constitucional, (2008) Sentencia C-740). 
 
Efectividad del sistema penal acusatorio 
respecto a las garantías sustanciales y 
procesales de la adolescencia. 
 
Acorde a la Agencia de Comunicación 
Pandi3  en página web, de enero de 2013, 
titulado: La violencia juvenil no ocurre en el 
vacío, precisan lo siguiente: 
 
Al buscar un responsable por las 
infracciones a la ley que cometen los 
adolescentes, la deducción es fácil, la 
familia, primera institución responsable del 
cuidado, del amor y de la protección no está 
cumpliendo con sus obligaciones. La 
sociedad por su parte también peca por 
omisión y definitivamente el Estado tiene 
que entrar a corregir, proteger, ayudar a las 
familias y atender de manera integral a 
quienes hayan caído en conflicto con la ley. 
 
Un informe de la Procuraduría señala 
que el perfil de los adolescentes en conflicto 
con la ley, muestra que ellos y ellas fueron 
                                                          
3 La Fundación Agencia de Comunicaciones Periodismo Aliado 
de la Niñez, el Desarrollo Social y la Investigación – PANDI es 
una agencia de comunicaciones que facilita el diálogo entre 
actores de la sociedad civil, expertos académicos, funcionarios 
públicos y periodistas, para que los temas relacionados con los 
derechos humanos, especialmente aquellos que corresponden a los 
niños, niñas y adolescentes, tengan mayor y mejor cubrimiento, 
sean prioritarios en la agenda de los medios de comunicación y, a 
víctimas de la vulneración de sus propios 
derechos así: 100% víctimas de maltrato 
infantil. 76% víctimas de violencia 
sexual.89% carencias afectivas. 30% tiene 
alterada su salud mental. 86% consumen 
sustancias psicoactivas. 50% 
policonsumidores. 33% de los infractores 
fueron trabajadores infantiles. 44% 
delinque como medio de subsistencia. 41% 
ha sido habitante de calle (Hombre) y 63% 
(Mujeres). La mayoría son hijos de madres 
solteras4. 
 
Frente a estas cifras, Ximena Norato, 
directora de la Agencia PANDI, afirma 
que “Lo cierto es que no podemos exigir a 
los niños, niñas y adolescentes, lo que como 
familia, sociedad y Estado les hemos 
negado”, además asegura que “frente al 
tema hay más imaginarios que realidades, 
porque la violencia de este país no está en 
manos de los adolescentes”, las cifras lo 
corroboran. 
 
De acuerdo con los registros del 
ICBF, 88.603 adolescentes entraron en 
proceso judicial desde 2007, cifra que 
equivale a 17.720 casos por año. Del total 
de los procesos, 28% corresponden al delito 
de micro tráfico, el 7% a porte de armas y 
tan solo el 2% a delitos graves como 
homicidio. En otros porcentajes el hurto 
corresponde al 38% de los delitos y el 11% 
a otros no clasificados. Cabe resaltar que las 
dos primeras modalidades mencionadas en 
través de ellos, en las políticas públicas formuladas para 
garantizarlos. 
4 Estos son algunos datos del informe Pescadores de ilusiones: 
niños y jóvenes infractores de la ley penal: política pública, 
reeducación y sistema de responsabilidad penal para adolescentes 
(Ley 1098/2006), de la Procuraduría General de la Nación, que 
mostró cómo los adolescentes que ingresaron al sistema de 
responsabilidad penal, eran víctimas de diferentes violencias. 
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las que son involucrados los menores de 
edad, y que asciende al 35% de las capturas, 
son consideradas por la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) como 
“Peores Formas de Trabajo Infantil”, pues 
se supone que detrás de estos delitos hay un 
adulto que los utiliza, los convence, les da 
las drogas y las armas, por lo que habría que 
reforzar, definitivamente, la investigación 
de adultos responsables, (Pandi, 2013).  
 
Si se detalla, el 35% de las capturas de 
adolescentes responde a delitos de adultos 
que utilizan a los niños y a las niñas. Por lo 
tanto, el número de capturas anuales se 
reduciría a 11.518. Según las estadísticas de 
la Policía Nacional, los 28.877 adolescentes 
aprehendidos entre el 30 de septiembre de 
2011 y el mismo día de 2012 representan el 
11.6% de las 261.147 capturas realizadas 
por la Institución en el mismo período. Por 
lo tanto si se trata de endurecer las penas, la 
medida debería aplicarse a los adultos que 
delinquen y a los que utilizan a los 
adolescentes, afirma Norato, (Op.cit) 
 
Según la información suministrada 
por la Subdirección de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), 
(2015) en el documento titulado: 
Observatorio del bienestar de la niñez, 
desde la implementación progresiva del 
SRPA el 8 de marzo de 2.007 hasta el 31 de 
diciembre de 2014 han ingresado 172.530 
adolescentes (Se excluyeron 2.399 casos, 
por no contar con la fecha exacta de ingreso 
al SRPA.),  de los cuales 29.644 ingresaron 
en el año 2014, correspondiendo en su 
mayoría al sexo masculino al representar el 
88,4%, mientras que de sexo femenino 
alcanza el 11,6%  
 
Respecto a la edad de ingreso de los 
adolescentes al SRPA, se observa que de un 
total de 167.5136, la mayoría tiene la edad 
de 17 años con el 37,2%, seguido por la de 
16 años (31,4%). Por debajo está los 15 años 
de edad (20,5%) y en un porcentaje del 
10,9%, adolescentes con 14 años. 
 
Por su parte, al observar el distrito 
judicial en el que cursa el proceso de los 
adolescentes en conflicto con la ley penal y 
contemplando el período 2010-2014 debido 
a que a partir de 2010 se logra la 
implementación completa del SRPA en 
todo el territorio nacional, se destaca que 
aquellos ubicados en los territorios con 
mayor concentración de adolescentes, 
tienen a su vez un significativo número de 
adolescentes en conflicto con la ley, siendo 
Bogotá el primer distrito con el 23,9%, 
seguido por Medellín con el 12,5% y 
Bucaramanga con el 6,6%. En cuarto y 
quinto lugar se encuentra Cundinamarca y 
Cali con el 5,6%, cada uno; con el 5% 
aparece Pereira. Los de menor número de 
adolescentes son los distritos de Inírida, 
Puerto Carreño y Mitú, que representan 
menos del 1% del total. 
 
Los delitos de mayor comisión por 
parte de los y las adolescentes que han 
ingresado al SRPA entre los años 2007 y 
2014 son en su orden: 1) tráfico, fabricación 
o porte de estupefacientes; 2) hurto; 3) hurto 
calificado; 4) lesiones personales; 5) 
fabricación, tráfico y porte de armas de 
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fuego o municiones; y, 6) violencia 
intrafamiliar. 
 
En conclusión, la mayoría de los 
adolescentes que han ingresado al Sistema 
de Responsabilidad Penal, durante el 
periodo 2010 a mayo de 2014, está en 
distritos judiciales donde es más alta la 
densidad de población adolescente, la 
mayoría son hombres (88,4%), entre los 16 
y 17 años, quienes cometen principalmente 
el delito de tráfico, fabricación o porte de 
estupefacientes junto al hurto. Para el caso 
de las mujeres, los delitos de mayor 
comisión son en su orden: hurto, 
fabricación, tráfico o porte de 
estupefacientes y lesiones personales. 
 
Entre las conclusiones del documento 
presentan las siguientes: Con respecto a los 
ingresos de los adolescentes al SRPA desde 
el año 2007 hasta 2014, se observa que: 
 
Se presenta un aumento, año tras año, 
del número de adolescentes en conflicto con 
la ley penal, siendo los hombres los que 
cometen el mayor número de conductas 
punibles, principalmente entre los 16 y 17 
años de edad. 
 
El delito de mayor comisión por los 
adolescentes es tráfico, fabricación y porte 
de estupefacientes, seguido del hurto y 
hurto calificado. Para el caso de las mujeres, 
los delitos de mayor comisión son en su 
orden: hurto, fabricación, tráfico o porte de 
estupefacientes y lesiones personales. 
                                                          
5 La Comisión de Evaluación del Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes está compuesta por: Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, Procuraduría General de la 
Nación, Defensoría del Pueblo, Fiscalía General de la Nación, 
Alianza por la Niñez Colombiana, Observatorio del SRPA de la 
 
Las ciudades con mayor densidad 
poblacional y esencialmente urbanas 
presentan más adolescentes en conflicto con 
la ley penal. 
 
Es decir, los adolescentes infractores 
de la ley desde que empezó a regir el 
Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes, aumenta de un año a otro, 
situación muy preocupante, ya que las cifras 
deben es ir disminuyendo por lo que se 
infiere que ni el Estado, la familia y la 
sociedad en general, está asumiendo la 
corresponsabilidad con el fin de garantizar 
los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes. (Ley 1098 de 2006: Código de 
Infancia y Adolescencia. Artículo 10.) 
 
El último informe de la Comisión de 
Evaluación del Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes (SRPA)5 puso en 
evidencia los retos de este Sistema, que se 
encarga de regir los procedimientos a seguir 
con los menores de edad que entre los 14 y 
18 años incurren en una conducta punible. 
(Pandi, 2013)  
 
En materia de sanciones, el 
documento reveló que todavía no hay pautas 
para la aplicación de sanciones a las 
familias, lo cual contradice el principio de 
corresponsabilidad claramente identificado 
en el Código de la Infancia y la 
Adolescencia. De igual manera, revelaron 
que “los padres o cuidadores de los niños y 
niñas menores de 14 años no están siendo 
Universidad Nacional de Colombia, Federación Nacional 
de  Departamentos, Ministerio del Interior, Ministerio de Justicia, 
Federación Nacional de Municipios, Consejo Superior de la 
Judicatura, Secretaría de Integración Social de Bogotá. 
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judicializados por la comisión de delitos 
graves de acuerdo con el artículo 142 de la 
Ley 1098 de 2006”. 
 
El documento también precisa otro 
punto a fortalecer dentro del SRPA y es la 
existencia de “dictámenes débiles por parte 
de los equipos técnicos y débil seguimiento 
del cumplimiento, y verificación de las 
sanciones”. 
 
Otro de los factores, que inciden en las 
conductas delictivas de adolescentes es todo 
el esquema familiar disfuncional por 
ausencia de afecto, formación y falta 
Acompañamiento de los padres durante las 
etapas de su crecimiento y desarrollo, 
impulsándolos en muchas ocasiones a las 
adversidades de la calle sin control o 
seguimiento de sus comportamientos.  
 
En este mismo orden de ideas, acorde 
al Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar – ICBF, en su  publicación 
Observatorio del Bienestar de la Niñez, 
boletín No. 1, los adolescentes en conflicto 
con la ley, precisan lo siguiente: son quienes 
en su trasegar reflejan la desigualdad, la 
vulnerabilidad social, la pobreza, la 
exclusión del sistema educativo y del 
mercado laboral formal. La gran mayoría 
presenta una historia de vida marcada por la 
violencia intrafamiliar, el abuso, la 
explotación y el uso abusivo de sustancias 
psicoactivas. En este sentido, el medio 
familiar se transforma de entorno protector 
a entorno de riesgo. Además, cuentan con 
grupos de pares y de adultos que, con 
bastante frecuencia, son el camino a la 
pandilla, desde donde pueden avanzar y ser 
fácilmente seducidos al camino de la 
ilegalidad. 
 
Acorde a Jordán, et al, (2017) en el 
periódico El Tiempo del 8 de septiembre de 
2015, titulado: En cinco años van más de 
50.000 menores detenidos por microtráfico. 
Presentan los siguientes datos:  
 
Mientras el panorama de los centros 
de reclusión de menores es crítico, según 
reportes de la Defensoría del Pueblo y la 
Procuraduría, el número de personas 
aprehendidas por diferentes delitos y que no 
han cumplido 18 años llegaba, a corte del 31 
de agosto de 2015, a 18.067. 
 
Son casi 2.258 en promedio al mes, y 
ya son 109 casos más que al mismo corte del 
año 2014 (17.958). De los más de 18.000 del 
año, 215 fueron detenidos por homicidio. Y 
3.944 (la cuarta parte del total) cayeron por 
venta y tráfico de estupefacientes.  
 
De hecho, la Policía asegura que entre 
el 2010 y lo que va del 2015, 49.992 
menores han sido detenidos por tráfico de 
estupefacientes. Cundinamarca y Bogotá 
(27 % de los casos), Antioquia y Medellín 
(23 %), Valle y Cali (11 %), Santander (8 
%) y Caldas (5 %) son las regiones más 
afectadas por esta problemática. Al menos 
siete de cada 10 tienen entre 16 y 17 años de 
edad, nueve de cada 10 son hombres y un 
alto porcentaje tiene problemas de consumo 
y dependencia de drogas. 
 
La mayoría de ellos queda libre tras la 
reseña, como pasa con la mayor parte de los 
otros delitos. En general, señalan las 
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estadísticas, los menores de edad tienen una 
participación del 9,8 por ciento en el total de 
delitos cometidos en el país. En muchos 
casos, esos actos son cometidos bajo la 
influencia de drogas y alcohol. 
 
Recientes informes, tanto de la 
Procuraduría como de la Defensoría del 
Pueblo, advierten que el sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes no 
está cumpliendo con su finalidad 
pedagógica. En diferentes visitas e 
inspecciones a los 34 centros de detención 
se encontró que las actividades de 
educación son escasas y que no sirven para 
que los jóvenes puedan construir un 
proyecto de vida lejos de la criminalidad. 
 
La falta de infraestructura y de 
docentes hace que los menores vean solo 
entre 8 y 16 horas de clases a la semana. “En 
algunos casos, la asistencia de los jóvenes a 
las aulas es de libre decisión, no se les 
presentan argumentos de motivación y ni 
siquiera se promueve la exigencia o 
disciplina que logre su efectiva asistencia, 
por lo que este derecho no se garantiza 
mínimamente”, dice la Defensoría. 
 
En los cursos que reciben, además, 
según la Defensoría (2015) se “refuerzan los 
estereotipos de género”. Por ejemplo, para 
las mujeres solo hay peluquería, modistería 
y croché y para los hombres, mecánica y 
ebanistería. “Solo en contadas ocasiones 
aparecen cursos de sistemas tanto para 
hombres como para mujeres”, 
 
Tampoco se atienden de manera 
efectiva los problemas de consumo. En 
Cartagena, por ejemplo, se encontró que 
suministran a los jóvenes fármacos para 
controlar el síndrome de abstinencia por 
consumo, pero no se hace ningún tipo de 
intervención psicosocial. 
 
Otra de las dificultades en las que la 
Defensoría ha hecho énfasis es en que a 
pesar de ser centros de reclusión para 
menores, el 30 por ciento de los detenidos 
en las correccionales ya cumplieron la 
mayoría de edad. 
 
Los resultados de los estudios 
reseñados, presentan un panorama muy 
similar año por año, donde aumenta la 
incidencia de menores de edad, infringiendo 
la ley, en la mayoría de los casos se asocia 
al consumo de sustancias psicoactivas, y un 
entorno familiar disfuncional, por otra 
parte, la situación social del país, es caótica, 
donde la corrupción en la mayoría de las 
instituciones del país, la falta de un control 
efectivo del Estado, profundizan aún más 
las problemáticas  que se presentan en los 
adolescentes infractores, que al ingresar al 
Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes no se cumple con la 
resocialización a la luz de la justicia 
restaurativa, donde estos jóvenes no 
encuentran una solución efectiva a las 
diferentes problemáticas presentadas, todo 
lo contrario en muchos casos son 
revictimizados por  el mismo sistema que 
según los datos registrados, muestra su falta 
de efectividad, para el cumplimiento de los 
mandatos constitucionales y los principios y 
mandatos ratificados por Colombia, para la 





En el mismo orden de ideas, acorde al 
Ministerio de Justicia, en el Programa de 
Justicia Juvenil Restaurativa, precisan lo 
siguiente: informes como el elaborado por 
la Comisión Verificadora de Derechos 
Humanos del Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes, los documentos de 
diagnóstico elaborados por el Ministerio de 
Justicia y del Derecho - MJD, entre otros, 
muestran que, actualmente, en la mayoría de 
los casos no se aplican procesos ni prácticas 
restaurativas que cuenten con la 
participación efectiva de los adolescentes, 
las víctimas, las familias y la comunidad. 
 
El Programa de Justicia Juvenil 
Restaurativa se desarrolla en las ciudades de 
Cali y Bogotá desde el año 2016 y se amplió 
la cobertura en el año 2018 a la ciudad de 
Medellín, con el apoyo de la Organización 
Internacional para las Migraciones - OIM, y 
busca ofrecer una solución a esta 
problemática, en el marco de las acciones 
adelantadas por el Ministerio de Justicia y 
del Derecho para el fortalecimiento de la 
política criminal del Estado, especialmente 
de aquellas orientadas a la prevención de la 
vinculación de los adolescentes al delito 
(prevención secundaria) y la reincidencia 
(prevención terciaria), desde un enfoque de 
derechos, con base en la evidencia empírica 
recogida en diferentes documentos 
elaborados por iniciativa de entidades de 
gobierno que sirven como guía para la 
formulación e implementación de la política 
pública en materia de Justicia Restaurativa 
en el SRPA;  
 
El Ministerio de Justicia y del 
Derecho trabaja con el apoyo técnico de la 
OIM y financiero de USAID en brindar 
lineamientos técnicos a los entes 
territoriales, entidades del SRPA y del 
Sistema de convivencia escolar, para el 
desarrollo de procesos restaurativos 
orientados a la resolución de conflictos con 
la participación de las víctimas, los 
adolescentes, las familias y la comunidad, 
garantizando la protección integral, la 
reparación de la víctima, la 
responsabilización y la reparación de los 
vínculos afectados por el conflicto. 
 
Cumplimiento los estándares 
internacionales de la protección integral de 
los niños, niñas y adolescentes en relación 
con la aplicación de la Ley 1098 de 2006 
 
En cuanto al cumplimiento de los esquemas 
internacionales ratificados por Colombia, 
referidos a la protección integral que deben 
tener los niños, niñas y adolescentes se 
menciona lo siguiente: 
 
Las Reglas Mínimas de las Naciones 
Unidas para la administración de justicia de 
menores, “Reglas de Beijing” Resolución 
40/33 1985. Establecen orientaciones 
básicas sobre la administración de justicia, 
tienen como objetivo promover el bienestar 
de los adolescentes y con ello se buscará 
reducir los casos y las reincidencias. 
Disponen que cualquier respuesta debe ser 
proporcional a la circunstancia del 
delincuente y del delito (Art. 5.1), que se 
debe reducir al mínimo el número de casos 
en los que el sistema de justicia de 
adolescentes debe intervenir y para los 
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casos en los cuales se hace imprescindible 
dicha intervención, reducir al máximo las 
consecuencias que normalmente ocasionan 
estas medidas. (Naciones Unidas 2007) 
 
Consagran los derechos de los 
menores y la protección de su intimidad; a 
la vez que establecen cláusulas de 
salvedad, investigación y procesamiento, 
especialización judicial, prisión 
preventiva, sentencia y resolución 
(pluralidad de sanciones), asesoramiento 
jurídico, informes sociales, entre otras 
materias. En la sexta y última parte 
consagra lo relacionado con la 
investigación, planificación, formulación 
y evaluación de políticas. 
 
En cuanto a las garantías procesales 
establece: "En todas las etapas del proceso 
se respetarán garantías procesales básicas 
tales como la presunción de inocencia, el 
derecho a ser notificado de las acusaciones, 
el derecho a no responder, el derecho al 
asesoramiento, el derecho a la presencia de 
los padres o tutores, el derecho a la 
confrontación con los testigos y a interrogar 
a éstos, y el derecho de apelación ante una 
autoridad superior". 
 
Por su parte, las Directrices de las 
Naciones Unidas para la prevención de la 
delincuencia juvenil - Directrices de Riad 
Resolución 45/113 14/Dic/90, establecen 
que la prevención de la delincuencia juvenil 
es parte esencial de la prevención del delito 
en la sociedad, que debe procurar un 
desarrollo armonioso de los adolescentes 
respetando y cultivando su personalidad a 
partir de la primera infancia. (Naciones 
Unidas 2007) 
 
 Las Reglas de Riad señalan la 
importancia de que los Estados estudien de 
manera sistemática la delincuencia juvenil y 
desarrollen medidas que eviten criminalizar 
y penalizar a esta población. 
 
Los programas deben centrarse en el 
bienestar de los jóvenes, deben desempeñar 
una función activa y de asociación en la 
sociedad y no deben ser considerados meros 
objetos de socialización o control.  
 
Deberá reconocerse la necesidad y la 
importancia de aplicar una política 
progresista de prevención de la 
delincuencia, así como de estudiar 
sistemáticamente y elaborar medidas 
pertinentes que eviten criminalizar y 
penalizar al niño por una conducta que no 
causa graves perjuicios a su desarrollo ni 
perjuicios a los demás. 
 
Estas reglas igualmente aclaran 
aspectos relacionados con la 
Administración de los Centros de Menores: 
Ingreso, registro, desplazamiento, traslado, 
clasificación, asignación, medio físico, 
alojamiento, educación, formación 
profesores y formación para el trabajo, 
recreación, religión, atención médica, 
contacto con la comunidad, límites físicos, 
disciplina, inspección, reclamos, reintegro a 
la comunidad y personal de los Centros.  
 
En el contexto de los estándares 
internacionales y en función de los derechos 
de los adolescentes sometidos al proceso 
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penal, en el libro de la Fiscal General de la 
Nación, (2010) titulado Principio de 
Oportunidad, se ha dicho que: 
                                                                                                                                                                                                      
A este respecto, es debido considerar 
asimismo la posibilidad y 
conveniencia de que las formas 
procesales que observan estos 
tribunales revistan modalidades 
propias, consecuentes con las 
características y necesidades de los 
procedimientos que se desarrollan 
ante ellos, tomando en cuenta el 
principio establecido en la 
Convención sobre los Derechos del 
Niño, que en este orden se puede 
proyectar tanto a la intervención de 
los tribunales, en lo concerniente a la 
forma de los actos procesales, como 
al empleo de medios alternativos de la 
solución de controversias al que se 
alude adelante (infra 135 y 136): 
‘siempre que sea apropiado y 
deseable se adoptarán medidas para 
tratar a los niños a quienes se acuse o 
declare culpable de haber infringido 
las leyes penales sin recurrir a 
procedimientos judiciales, en el 
entendido de que se respetarán 
plenamente los derechos humanos y 
las garantías legales’ (Artículo 40.3.b 
de la Convención Sobre los Derechos 
del Niño), (Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 2002). 
 
En el proceso de aprobación de las 
Directrices de Riad (1990), se resaltó que 
un importante elemento de las Reglas de 
Beijing, que estaban aplicando varios 
países, era la concesión o la ampliación de 
facultades discrecionales en lo relativo al 
enjuiciamiento de los menores de edad, en 
especial en casos de delitos o infracciones 
de poca importancia, con el propósito de
evitar la estigmatización y el daño 
ocasionados al someter a juicio a los niños 
y a las niñas, en particular cuando se 
tomaban contra ellos medidas de 
internamientos. Por consiguiente, “era 
sumamente deseable evitar, en la medida de 
lo humanamente posible, no sólo el 
internamiento de los menores sino también 
su procesamiento ante tribunales, sobre 
todo teniendo en cuenta los retrasos 
corrientes de la justicia y el excesivo 
recurso a la detención preventiva”. 
 
Por ello, las normas internacionales 
procuran excluir o reducir la 
‘judicialización’ (Artículo 40 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, 
Regla 11 de Beijing y 57 de las Directrices 
de Riad) de los problemas sociales en que 
los niños y niñas aparecen como sujetos 
activos, que pueden y deben ser resueltos, 
en muchos casos, con medidas de diverso 
carácter, al amparo del artículo 19 de la 
Convención Americana, pero sin alterar o 
disminuir los derechos de quienes resulten 
afectados por conductas al margen de la ley. 
En este sentido, “son plenamente 
admisibles los medios alternativos de 
solución de las controversias, que permitan 
la adopción de decisiones equitativas, 
siempre sin menoscabo de los derechos de 
las personas. Por ello, es preciso que se 
regule con especial cuidado la aplicación de 
estos medios alternativos (…)”, (Corte 





De acuerdo con el Comité de los 
Derechos del Niño, de las Naciones Unidas, 
queda a discreción de los Estados Partes de 
la Convención de los Derechos del Niño, 
decidir la naturaleza y el contenido exacto 
de las medidas que deben adoptarse para 
tratar a los niños que tienen conflictos con 
la justicia sin recurrir a procedimientos 
judiciales y adoptar las medidas legislativas 
y de otro tipo que sean precisas para su 
aplicación. “Sin embargo, de acuerdo con la 
información contenida en los informes de 
los Estados Partes, es indudable que se han 
elaborado diversos programas basados en la 
comunidad, por ejemplo, el servicio, la 
supervisión y la orientación comunitarios a 
cargo, por ejemplo, de asistentes sociales o 
de agentes de la libertad vigilada, 
conferencias de familia y otras formas de 
justicia restitutiva, en particular el 
resarcimiento y la indemnización de las 
víctimas. 
 
De ahí que “la decisión de iniciar un 
procedimiento penal contra un menor no 
implica necesariamente que el proceso deba 
concluir con el pronunciamiento de una 
sentencia formal”. Entonces, corresponde al 
fiscal considerar continuamente las 
alternativas posibles a una sentencia 
condenatoria. La propuesta puede 
traducirse en la adopción de medidas 
encaminadas a suspender el procedimiento 
penal de los niños y las niñas, al que se 
pondría fin si la medida se ha cumplido 
satisfactoriamente. (Comité de los 
Derechos del Niño 2007 Observación 
General número 10) 
 
La Constitución Política de 
Colombia. Ratifica la consideración de 
niños y adolescentes como sujetos plenos 
de derechos. Mediante los artículos 44 y 45 
se plantean los derechos fundamentales de 
los niños, niñas y adolescentes, 
estableciendo que prevalecen sobre los 
derechos de los demás y que gozan de todos 
los derechos consagrados en la 
Constitución, las leyes y los tratados 
internacionales ratificados por Colombia.  
 
El Código de la Infancia y la 
Adolescencia, a tono con esta visión 
moderna de la responsabilidad penal del 
adolescente, dejó plasmada la aplicación 
preferente del Principio de Oportunidad en 
el Artículo 174, lo cual se hizo saber desde 
las discusiones al interior del Congreso de 
la República, donde se afirmó: 
 
Nos parece que los menores de (14) 
años deben estar por fuera del sistema 
penal propuesto; que los adolescentes 
entre 14 y 16 años pueden ser 
responsables penalmente, pero las 
sanciones a ellos impuestas no deben 
ser vindicativas, como por ejemplo el 
encarcelamiento, y que en estos casos 
la aplicación del Principio de 
Oportunidad debe ser la regla.  
 
Es decir, a partir de la Constitución y 
los tratados internacionales en materia de 
responsabilidad penal del adolescente, está 
enfocado en la solución de los diferentes 
conflictos que se pueda presentar, con un 
enfoque pedagógico y que se asuma la 
responsabilidad ante terceros por los 
hechos, donde existe una 
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corresponsabilidad por parte de la familia, 
el Estado y la sociedad en general por 
dichos hechos, para lo cual debe existir una 
pedagogía activa, para disminuir las 
estadísticas del fenómeno de la 





Acorde a la investigación, en la justicia 
penal adolescente prima por encima de todo 
la educación y la reinserción social del 
infractor, lo que obliga a establecer procesos 
rápidos y ágiles y a disponer de un amplio 
abanico de medidas socioeducativas que 
permitan cumplir con esa finalidad. 
 
Los instrumentos y lineamientos 
internacionales que dan origen al paradigma 
de la protección integral de la infancia 
establecen, en el campo penal, un sistema de 
justicia garantista. Estos instrumentos y 
lineamientos internacionales tienen como 
objetivo la protección integral de la niñez, 
esto es, el conjunto de medidas que desde el 
Estado, la sociedad y la familia tienen que 
desarrollarse para dar la efectividad a los 
derechos y garantías de los niños, niñas y 
adolescentes en esas normas consagrados. 
 
La legislación en Colombia, en 
materia de protección a los menores 
infractores de la ley, es garantista, basada en 
el interés superior del niño, situación que 
aprovechan muchos adultos, para incitarlos 
a infringir la ley, aparte de la falta de 
oportunidades como el acceso a una 
educación de calidad, recreación, paz y 
tranquilidad entre muchos derechos que son 
vulnerados en los menores, y terminan 
adoptando conductas al margen de la ley. 
 
La visión socio-jurídica del 
adolescente como sujeto de derechos, se 
manifiesta en el Código de Infancia y 
Adolescencia con el otorgamiento legal de 
garantías sustantivas y procesales, esto es 
las generales que pertenecen a toda persona 
incursa en un proceso penal, y las 
específicas que le son propias por 
encontrarse en formación su personalidad.  
 
El Sistema de Responsabilidad Penal 
para Adolescentes, se basa en la conducta 
punible y sus consecuencias, antes que en el 
delito y la pena. Por lo cual, busca que el 
adolescente tomen una mayor consciencia 
de su conducta e implicaciones de las 
misma, lo que afecta su proyecto de vida, al 
igual el de su víctima, comunidad y la 
sociedad, en general.  Es decir, que sea más 
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